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REF.  Exp. T. No. 15001 22 13 000 2010 00127 01
Se decide la impugnación interpuesta por la autoridad judicial accionada contra la sentencia dictada el 16 de abril de 2010, mediante la cual el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Tunja, Sala Civil-Familia, concedió la solicitud de tutela presentada por Pedro Martín Grismaldo Moreno frente al Juzgado Primero de Menores de Tunja.
EL RECLAMO CONSTITUCIONAL
Y SU FUNDAMENTO

1. Solicitó el peticionario, por conducto de apoderada especial, el amparo de sus derechos fundamentales a la intimidad, al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, presuntamente vulnerados por la autoridad accionada, en el proceso especial de responsabilidad penal para menores que se tramitó en contra suya.
2. Sustentó su petición en los siguientes hechos relevantes:

2.1. Que a raíz del accidente de tránsito acaecido el 11 de agosto de 2004 con el vehículo de sus padres, en el cual se vio involucrado siendo menor de edad y en donde resultaron lesionadas terceras personas, se le inició proceso por infracción a la ley penal ante el Juzgado Primero de Menores de Tunja, resultando condenado por el delito de lesiones personales, mediante sentencia de 20 de octubre de 2006.
2.2. Que en la investigación se desconoció su derecho a la defensa técnica, toda vez que en el interrogatorio que absolvió no estuvo asistido por un psicólogo que constatara la veracidad de su versión, lo cual influyó para que fuera declarado penalmente responsable, pues en el fallo no se le otorgó credibilidad a su dicho y, en cambio, sí se la dio al testimonio de dos personas adultas, pese a que se encontraban en estado de embriaguez grado III.
2.3. Que una vez cumplió la mayoría de edad y a fin de interponer el recurso extraordinario de revisión contra la sentencia dictada en el referido proceso, solicitó al juzgado accionado el 22 de febrero de 2010 la expedición de copia integral del expediente, pero le fue negada mediante comunicación calendada el día siguiente, amparándose en el carácter secreto de la actuación, consagrado en el artículo 174 del Código del Menor, pese a que éste fue sustituido por el 153 de la Ley 1098 de 2006.
2.4. Que la decisión de la jueza acusada es irrazonable, ilegal y arbitraria, toda vez que perjudica su buen nombre y su honra y la de su familia, pues el recurso extraordinario de revisión es el único mecanismo judicial eficaz para demandar la rectificación de la sentencia, de modo que la no expedición de las copias le obstaculiza el acceso a dicho medio de defensa y, de paso, a la administración de justicia.
2.5. Que no existe razón válida para que el juzgado encartado le niegue la expedición de las copias, si se tiene en cuenta que es el mismo afectado quien la solicita, que éste ya es mayor de edad y que la reserva consagrada en el artículo 174 del Decreto 2737 de 1989 debe entenderse como la prohibición de divulgar la actuación adelantada en ese tipo de procesos frente a terceros y no respecto de las partes.

3. Solicitó, en consecuencia, que se ordene a la autoridad judicial accionada expedir en forma inmediata copia integral y auténtica del expediente contentivo del proceso radicado bajo el No. 2005-0036 y la respectiva constancia de ejecutoria de la sentencia proferida el 20 de octubre de 2006.
LA RESPUESTA DE LA AUTORIDAD ACCIONADA

La Jueza Primera de Menores de Tunja se opuso a la solicitud de amparo, aduciendo, en primer lugar, que para la interposición del recurso extraordinario de revisión no se requiere aportar la copia del expediente demandada por el accionante; en segundo lugar, que el artículo 153 de la Ley 1098 de 2006 no era aplicable al asunto en cuestión, habida cuenta que el referido proceso fue tramitado bajo el imperio del Código del Menor; en tercer lugar, que la reserva de la actuación surtida en el susodicho expediente busca proteger al menor en su integridad moral, pues de autorizarse la expedición de copias se amenazaría su honra y su buen nombre; en cuarto lugar, que el debido proceso fue garantizado plenamente, en la medida que el menor estuvo asistido por un defensor de confianza y en el curso de la investigación actuó la Defensora de Familia; en quinto lugar, que el peticionario impetró con antelación la tutela del derecho al debido proceso, siendo negada por el Tribunal Superior de Tunja (Rad. No. 2007-0012); en sexto lugar, que el quejoso examinó el expediente durante los días 8 y 9 de septiembre de 2009, previa petición de desarchivo y; por último, que la sentencia proferida el 20 de octubre de 2006 se encuentra ejecutoriada desde hace más de tres (3) años.
LA SENTENCIA IMPUGNADA

El Tribunal tuteló los derechos fundamentales a la intimidad y al debido proceso y ordenó a la jueza accionada expedir las copias del proceso No. 2005-036, con la advertencia al peticionario de que no podía divulgarlas, aduciendo para ello, en primer lugar, que el artículo 74 de la Constitución Nacional consagra que todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos, salvo las excepciones que establezca la ley, que en el asunto de marras correspondía al artículo 174 del Decreto 2737 de 1989 y actualmente al 153 de la Ley 1098 de 2006; en segundo lugar, que la negativa a expedir las copias de la causa penal adelantada en contra del accionante, con sustento en el artículo 174 del Código del Menor, representa una vía de hecho, habida cuenta que el secreto de la actuación se predicaba solamente de la difusión a la opinión pública o a terceros y no frente a las partes; en tercer lugar, que la norma invocada como sustento legal para denegar la solicitud de copias fue derogada expresamente por el artículo 217 de la Ley 1098 de 2006, de modo que no es admisible predicar su aplicación ultractiva ni retrospectiva, so pretexto de que el proceso se surtió bajo la vigencia del Decreto 2737 de 1989; en cuarto lugar, que la Ley de la Infancia y la Adolescencia, en su artículo 153, consagra a partir de su vigencia la reserva de la actuación relativa a la responsabilidad penal para adolescentes frente a terceros y no respecto de las partes, sus apoderados y organismos de control, de suerte que la expedición de copias a instancia de éstos es válida, siempre y cuando no tenga como propósito su divulgación y; por último, que dicho deber de sigilo se extinguió con el arribo del infractor a la mayoría de edad, pues estimó que tal salvaguarda se predica sólo en favor del interés superior del menor.

El magistrado disidente, por su parte, argumentó, de un lado, que la mayoría de edad a la que arribó el accionante no es un hecho habilitante para que se levante la reserva prevista en el derogado artículo 174 del Código del Menor, por cuanto lo pretendido por dicho precepto era la protección del menor de edad en forma indefinida, como quiera que su divulgación puede generarle consecuencias negativas de orden moral, personal y social; de otro, que el artículo 153 de la Ley 1098 de 2006 no autoriza expresamente la expedición de copias, de modo que el juez no puede convertirse en legislador y; finalmente, que la copia del expediente no es necesaria para interponer válidamente el recurso extraordinario de revisión contra la sentencia condenatoria impuesta al peticionario.
LA IMPUGNACION


La jueza accionada censuró el fallo de primer grado, insistiendo en que no vulneró el debido proceso ni la intimidad del quejoso, pues estimó que la actuación subsiguiente a la sentencia debe surtirse bajo el imperio de la normatividad aplicada en ese entonces, toda vez que para el momento en que sucedieron los hechos que dieron lugar al proceso de marras, el infractor era menor de edad.
CONSIDERACIONES
1. La Corte ha reiterado que la acción de tutela fue instituida como un mecanismo extraordinario para la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, frente a la amenaza o violación que se derive de la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, en los casos previstos en la ley, sin que pueda erigirse en una vía sustitutiva o alternativa de los medios ordinarios de defensa que el ordenamiento jurídico ha consagrado para salvaguardarlos.

Análogamente, ha recalcado que este instrumento judicial procede contra providencias judiciales, sólo si constituyen una vía de hecho, es decir, si se apartan ostensiblemente de la normatividad vigente o responden al capricho o a la arbitrariedad del juzgador.

2. En el caso bajo examen se concluye que es procedente la concesión del amparo, toda vez que la decisión de negar la expedición de copias al peticionario constituye una vía de hecho, en la medida que, de una parte, está sustentada en un precepto legal que fue derogado en forma expresa y, de otra, que la normatividad aplicable excluye a las partes de la reserva de la actuación judicial surtida en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes.

En efecto, el artículo 74 de la Constitución Nacional consagra el derecho de toda persona a acceder a los documentos públicos, salvo los casos que establezca la ley, excepción que en el  asunto de marras estaba prevista en el artículo 174 del Decreto Ley 2737 de 1989, al prescribir que “Las actuaciones judiciales o administrativas a que se refiere el presente título serán secretas. En consecuencia, no podrán expedirse certificaciones de las diligencias practicadas durante el proceso (…)”, de manera que en el caso en que un menor era sindicado de autoría o participación de una infracción a la ley penal, el diligenciamiento impulsado por el Juez de Menores estaba amparado por su sigilo, cuya finalidad era la protección del interés superior del menor, pues, a juicio de la Corte Constitucional, con ocasión de la declaratoria de exequibilidad del referido artículo,  “(…) la publicidad sobre hechos irregulares y la divulgación de procesos judiciales en los que se investigue la conducta de un menor, pueden generar consecuencias perjudiciales sobre su patrimonio moral y sobre su personalidad. El conocimiento de las actuaciones judiciales y la difusión y publicidad de ellas, pueden obstaculizar, como bien lo hace notar el Defensor del Pueblo, la integración del menor al medio en condiciones favorables, lo que iría en contravía de los derechos y de las obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado, que consagra el artículo 44 de la Carta (…)”. (Sentencia C-019/93).

No obstante, con la expedición de la Ley 1098 de 2006, más conocida como Ley de la Infancia y la Adolescencia, ese precepto fue derogado expresamente por el artículo 217, pues del abolido Decreto Ley 2737 de 1989 sólo dejó vigentes los artículos 320 a 325 y los relativos al juicio especial de alimentos, de suerte que en acatamiento de las reglas que gobiernan la aplicación de la ley en el tiempo, el precitado artículo 174, en principio, no es aplicable en materia de reserva de la actuación procesal, simplemente porque desapareció del universo jurídico y la ley derogatoria no autorizó su aplicación ultractiva y/o retrospectiva.

De otra parte, precisado dicho aspecto, la Sala advierte que el artículo 153 de la Ley 1098 de 2006, vigente a partir del 1° de enero de 2007, por tratarse de una disposición atinente al sistema de responsabilidad penal para adolescentes (art. 216 ibídem), se ocupó del tema de la aludida reserva y precisó su alcance, al preceptuar que “Las actuaciones procesales adelantadas en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, sólo podrán ser conocidas por las partes, sus apoderados y los organismo de control”, agregando que “La identidad del procesado, salvo para las personas mencionadas en el inciso anterior, gozará de reserva”, de modo que el sigilo predicado por dicha disposición legal constituye una excepción al derecho constitucional consagrado en el artículo 74 de la Carta Política y, en tal carácter, su interpretación debe ser restrictiva, es decir, que la susodicha confidencialidad debe pregonarse solamente de la actuación y los asuntos expresamente indicados en la norma y de los sujetos que no fueron exceptuados por ésta.

En consecuencia, si el legislador dispuso que las partes, entre otros sujetos procesales, pueden conocer las actuaciones judiciales (Juez de Menores o Juez Penal para Adolescentes) que se adelanten para establecer la responsabilidad penal de un adolescente, es incontrovertible que el intérprete judicial no puede privarlo de ese derecho, so pretexto de proteger su integridad moral y su formación integral, pues es claro que el espíritu que lo animó a consagrar tal reserva relativa, no absoluta, fue el de impedir que terceros, incluidos los medios masivos de comunicación, utilicen indebida e inescrupulosamente esa información para perjudicar al procesado y hagan más traumática su reinserción a su entorno familiar y social.

De manera que, decantada la finalidad de la precitada norma, el adolescente sindicado de una conducta punible o declarado penalmente responsable goza de la garantía legal y constitucional de conocer la actuación procesal correspondiente y, en ejercicio de esa prerrogativa, de solicitar la expedición de copias, toda vez que, de una parte, el ordenamiento vigente no lo prohíbe y, de otra, que obra bajo la presunción de que las utilizará adecuadamente, pues resultaría absurdo abrigar la posibilidad de que las use en su propio perjuicio.

Por último, reitérase, que si el legislador ordinario optó por la decisión política de exceptuar de la referida reserva a las partes, a sus apoderados y a los organismos de control, seguramente lo hizo convencido de que estos sujetos procesales son garantes del interés superior del menor y del adolescente, consagrados en los artículos 44 y 45 de la Constitución Nacional, pues aparte de ser éstos los más interesados en salvaguardar su integridad personal y su formación integral, los últimos tienen el deber legal de preservar sus derechos y hacerlos prevalecer sobre los del resto de personas.

Así las cosas, la Sala confirmará el fallo objeto de impugnación, en razón a que la autoridad judicial accionada incurrió en una vía de hecho, por negar infundadamente la expedición de copias solicitada por el accionante.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de fecha, contenido y procedencia puntualizados en la motivación que antecede.

Comuníquese por el medio más expedito lo resuelto en esta providencia a los interesados y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CESAR JULIO VALENCIA COPETE
JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

WILLIAM NAMEN VARGAS

ARTURO SOLARTE RODRIGUEZ
EDGARDO VILLAMIL PORTILLA
Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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